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Hechos: 
La Cámara confirmó la resolución del juez y señaló que la unión convivencial alegada por la parte actora no alcanzó el mínimo legal dispuesto para producir efectos jurídicos.

Sumarios: 
1 . La unión convivencial alegada por la parte actora no es susceptible de producir efectos jurídicos, toda vez que, entre la disolución del vínculo matrimonial del demandado con su esposa y el cese de la convivencia con la recurrente no habría transcurrido el plazo mínimo de dos años exigidos por el art. 510 del Código Civil y Comercial. 

Texto Completo: 
2ª Instancia.- Mendoza, mayo 30 de 2018.
[bookmark: _Hlk36462477] Considerando: I. Que llegan estos autos a la Cámara en virtud del recurso de apelación interpuesto por el actor reconvenido a fs. 239, contra la resolución de fs. 236/237vta., que rechaza el pedido de medida cautelar consistente en anotación de litis; impone las costas al peticionante y difiere la regulación de honorarios.
II. La juez de grado funda el fallo recurrido en la falta de acreditación del peligro en la demora y la inexistencia de bienes de titularidad de ambas partes, resultando improponible afectar con medidas precautorias bienes de titularidad exclusiva de la contraria.
Afirma que no se encuentra acreditada verosímilmente la existencia de la unión convivencial invocada, máxime si, como surge de los autos N° 2241/8 en abril de 2016 se dicto sentencia de divorcio por lo que, conforme a lo dispuesto por el art. 510 inc. d del Cód. Civ. y Com. de la Nación no podría sostenerse la existencia de tal unión como generadora de efectos jurídicos.
Destaca que, frente al cese de la convivencia, no rige la presunción de ganancialidad (art. 463 del Cód. Civ. y Com. de la Nación).
[bookmark: _Hlk36463574]III. El apelante expresa agravios a fs. 248/252. Afirma que yerra la juez a quo cuando exige la existencia de bienes de titularidad de ambas partes cuando la acción persigue justamente reconocer la interposición de persona en un bien inmueble que se encuentra registralmente a nombre del otro conviviente, a los términos del art. 528 del Cód. Civ. y Com. de la Nación.
Sostiene que de los escritos de demanda y su responde reconvencional se encuentra acreditada, con el grado exigido para la cautelar, la existencia de la unión convivencial entre las partes que data de 12 años. Cita fallo de esta Cámara al respecto.
[bookmark: _Hlk36463861]En cuanto a que a la fecha en que es invocada la existencia de la unión convivencial existía impedimento de ligamen para reconocerle efectos jurídicos (art. 510 Cód. Civ. y Com. de la Nación), aduce que el proceso de divorcio y su conexo comenzó en el año 2006, al año de haber iniciado la convivencia con P. y finalizó en el 2016, un año antes de terminar la convivencia en el 2017, por lo que a ese momento no existía ya tal impedimento legal, no siendo requisito para la existencia de la unión (art. 509 CCN), el que, no obstante, por el efecto retroactivo de la sentencia de divorcio al año 2006, estaría cumplido.
En lo que respecto a que no estaría acreditado el peligro en la demora para el otorgamiento de la medida solicitada, se agravia por cuanto en la pretensión principal se discute la titularidad de los bienes inscriptos a nombre de la demandada, procurando su modificación registral. Máxime cuando P. ha reconvenido persiguiendo la revocación del usufructo otorgado a su favor sobre el inmueble objeto de la medida cautelar peticionada.
Expone que si él falleciera, se extinguiría el usufructo y sus otros hijos nacidos de su matrimonio podrían ver frustrados sus derechos sucesorios ante una transferencia de la demandada a terceros.
Indica que, la medida cautelar de anotación de litis peticionada, tiene por finalidad garantizar el cumplimiento efectivo de una posible sentencia a su favor.
IV. La apelada contesta los agravios a fs. 254/255vta., solicitando el rechazo del recurso de apelación.
V.1. Entrando al análisis de los agravios vertidos y como ya lo hemos señalado en otros precedentes de esta Cámara, el nuevo Cód. Civil y Comercial caracteriza a la unión convivencial como la unión basada en relaciones afectivas de carácter singular, pública, notoria, estable y permanente de dos personas que conviven y comparten un proyecto de vida común, sean del mismo o de diferente sexo (art. 509 Cód. Civ. y Com. de la Nación).
En otro orden y en punto a la distribución de los bienes en dichas uniones, y a falta de pacto, los adquiridos durante la convivencia se mantienen en el patrimonio al que ingresaron (art. 528 Cód. Civ. y Com. de la Nación).
Esto, sin perjuicio de la aplicación de los principios generales relativos al enriquecimiento sin causa, a la interposición de personas, a la existencia de simulación, a la demostración de la efectividad de los aportes, a la existencia de un mandato oculto o cualquier otra circunstancia que permita desentrañar la verdadera composición del patrimonio de cada conviviente —art. 528 Cód. Civ. y Com. de la Nación— (cnf. Bueres, Alberto, Código Civil y Comercial de la Nación, Ed. Hammurabi, Bs. As., 2014, p. 386).
La reforma, tal como se explica en la obra de Lorenzetti, valoriza el pacto de convivencia y, en definitiva, la autonomía de la voluntad. Si se carece de pacto, no se estructura un régimen legal supletorio en materia de bienes, sino que se unifican las variadas soluciones construidas jurisprudencialmente en torno al reclamo de los bienes pos ruptura: “la norma respeta la autonomía de la voluntad inherente por lo demás a la unión convivencial” a la vez que diferencia en el establecimiento del régimen supletorio la situación de los convivientes de la de los cónyuges, como clara y lógicamente era de corresponder. Sienta una regla básica de cierre dada por la adjudicación en cabeza del titular registral, sin perjuicio de las acciones expeditas a cada conviviente en reclamo del derecho que estime le corresponde como resultado de su participación en la comunidad y durante el tiempo de duración de la misma.
En consecuencia, cabe acudir a las situaciones que la misma norma (art. 528 Cód. Civ. y Com. de la Nación) enumera y las otras que puedan corresponder. Al respecto quedarían comprendidas figuras tales como el fraude a la ley (art. 123); la utilización o la conexión entre varios actos jurídicos con fines abusivos o de fraude (art. 1120) o la inoponibilidad de la personalidad jurídica (arts. 144 y 54 LS). Todos instrumentos de capital importancia en esta materia, donde, como lo demuestra la práctica, suelen presentarse ocultamientos de bienes bajo la cobertura de diversos institutos jurídicos.
 Las medidas cautelares patrimoniales reguladas en el art. 722 del Cód. Civil y Comercial de la Nación, en el divorcio y en la nulidad de matrimonio, resultan aplicables a las uniones convivenciales, en cuanto sea pertinente (art. 723 Cód. Civ. y Com. de la Nación). Se trata de medidas que se decretan mediante un conocimiento sumario, destinado a obtener un pronunciamiento de mera probabilidad, inaudita parte, con contenido económico, y se introducen en el examen del solicitante respecto al derecho sustancial o de fondo pretendido en la demanda que queda postergado para la sentencia de mérito y luego de sustanciado el proceso de conocimiento.
Sin embargo, así como en el caso de las medidas relativas a los bienes en el divorcio y en la nulidad de matrimonio, resulta ineludible la prueba de la existencia del matrimonio, en el caso de las medidas precautorias pretendidas esgrimiendo la existencia de una unión convivencial, ésta debe quedar acreditada al menos verosímilmente. Resulta imperiosa la existencia del fomus bonus iuris o apariencia de buen derecho para que, a partir de su comprobación con este grado de conocimiento, queden habilitadas medidas cautelares.
También, y con este mismo grado de conocimiento, cabe acreditar el derecho sobre los bienes que se pretenden pues, de lo contrario, en la unión convivencial y, salvo pacto en contrario, los bienes son de aquél de sus integrantes a cuyo nombre figuran inscriptos, esto es, los bienes son del titular registral y el otro conviviente para reclamar un derecho sobre el bien debe probar su existencia (Exptes.: N° 613/17 - D. J. H. c. B. E. V. p/ medidas precautorias, 11/12/2017, LA 21-47 y N° 378/17- G. O. R. c. F. Z. B. p/ medidas precautorias, 18/09/2017, LA 20-89).
V.2. Por una cuestión metodológica, comenzaremos abordando el argumento desarrollado por la juez de primera instancia para rechazar la medida, consistente en que, debido a la existencia del matrimonio del actor durante la supuesta convivencia con la demandada, ésta no produciría efectos jurídicos a los términos del art. 510 inc. d) del Cód. Civ. y Com. de la Nación y, en consecuencia, no estaría acreditada la verosimilitud del derecho invocado, dado que, de ser así, carecería de sentido analizar los restantes argumentos que han sido objeto de agravio.
El art. 510 del Cód. Civ. y Com. de la Nación, en lo que nos interesa, expresa: “Requisitos. El reconocimiento de los efectos jurídicos previstos por este Título a las uniones convivenciales requiere que:...d) no tengan impedimento de ligamen...”.
El actor, en el relato de los hechos efectuado en la demanda, a fs. 162/170vta. reconoce que en 1979 contrajo matrimonio con M. G. M., que en el año 2004 comienza una relación sentimental con M. J. P. estando casado; que en octubre de 2004 se separa de su esposa, que para el año 2005 comenzaron a vivir juntos con P. en un departamento ubicado en Las Heras y que en el año 2017 terminó la convivencia.
Por su parte la demandada al contestar y reconvenir a fs. 214/224, niega que haya habido con P. una unión convivencial, invocando una relación de noviazgo iniciada en el año 2003 y que en enero de 2017 luego de una gran pelea, temiendo por su vida, denuncia el hecho ante la policía y solicita la exclusión del hogar de P. con “la consecuente ruptura de la relación convivencial.
Seguidamente, invoca el impedimento de ligamen previsto por el art. 510 del Cód. Civ. y Com. de la Nación, sosteniendo que la sentencia definitiva de divorcio del matrimonio de P. con M. fue dictada por el 7mo. Juzgado de Familia en autos N° 2241/8, el 29/04/2016, por lo que la relación sentimental no ha durado los dos años exigidos por el art. 510 inc. e) del Cód. Civ. y Com. de la Nación, computado a partir de que se superara el impedimento de ligamen.
Del expediente de divorcio venido AEV, constatamos que a fs. 312/324, el 02/10/2012, se decreta el divorcio de M.-P. por culpa del esposo. Apelada la sentencia, la Segunda Cámara de Apelaciones a fs. 399/404, con fecha 26/03/2015, rechaza el recurso, confirmando el fallo de primera instancia. P. deduce recurso extraordinario de inconstitucionalidad y casación ante la SCJ, la que resuelve a fs. 491/492, el 18/09/2015, declarando la cuestión abstracta, remitiendo la causa a origen a los fines de la aplicación inmediata de la actual normativa vigente en la materia mediante el trámite que resulte adecuado para ello, invocando los arts. 7, 437, 438 y cc. del Cód. Civ. y Com. de la Nación.
[bookmark: _Hlk36464050]Recibido el expediente por el Séptimo Juzgado de Familia, ante el nuevo pedido de divorcio unilateral de P. a fs. 499 y vta., la juez a quo reconduce el proceso a los términos del nuevo código, y si bien Montero se opone a tal reconducción fs. 502, tal procedimiento es consentido por su parte al no haber deducido incidente ni recurso alguno contra el decreto de fs. 501 que así lo dispuso, dictándose nueva sentencia de divorcio a fs. 511/512 vta., el 29/04/2016, la que es notificada a fs. 513vta. el 12/05/2016, quedando firme el 20/05/2016.
[bookmark: _Hlk36464945]V.3. Expresan Lloveras, Orlandi y Faraoni al comentar el art. 510 inc. d) del Cód. Civ. y Com. de la Nación en la obra dirigida por Aída Kemelmajer de Carlucci y ots., “Tratado de Derecho de Familia”, que si bien la norma no lo puntualiza, debemos entender que la exigencia de no subsistir un matrimonio anterior debe verificarse durante el plazo mínimo que la ley requiere a la unión convivencial para producir efectos. Es decir que, durante el período no inferior a dos años que se requiere de convivencia, de haber existido un vínculo matrimonial anterior por parte de cualquiera de los convivientes, el mismo debe encontrarse disuelto durante ese plazo, más allá de que al inicio de la convivencia por un período superior a dos años dicho vínculo pudiera haberse encontrado aún vigente o no disuelto. El cómputo del plazo de los dos años debe hacerse a partir de que ha cesado el impedimento por disolución del vínculo matrimonial. (Ed. Rubinzal-Culzoni, 2014, T°II, p.68).
En el mismo sentido se pronuncia A. K., afirmando que recién después de los dos años de convivencia, una vez cesado el vínculo matrimonial preexistente, la pareja conviviente quedará comprendida en el régimen del Cód. Civil y Com. (“Tratado de Derecho de Familia”, Ed. LA LEY, 2015, T° II, p. 549).
[bookmark: _Hlk36464191]Desde esta perspectiva, se desprende que en principio, con los elementos arrimados para resolver la cautelar y sin perjuicio de lo que se decida en la sentencia sobre el fondo, en base a todo el material probatorio que se produzca para entonces, la convivencia entre las partes no habría alcanzado el plazo mínimo legal para producir efectos jurídicos toda vez que, entre la disolución del vínculo matrimonial de P. con M. por sentencia del 29/04/2016 y el cese de la convivencia producido el 01/02/2017, fecha en que P. es excluido del hogar que compartía con P., no habría transcurrido el plazo mínimo de dos años exigidos por el art. 510 inc. e) del Cód. Civ. y Com. de la Nación. 
No asiste razón al recurrente cuando afirma que, por el efecto retroactivo de la sentencia de divorcio, el impedimento se encuentra salvado desde el año 2006, pues lo que se disuelve en forma retroactiva es la comunidad de bienes pero el vínculo matrimonial que es lo que representa el impedimento de ligamen mientras el mismo subsista —se extingue a la fecha de la sentencia que decreta el divorcio— (arts. 435, 480 y cc. Cód. Civ. y Com. de la Nación).
Consecuentemente, dentro del limitado marco de conocimiento previsto para el dictado de las medidas cautelares, el peticionante no ha acreditado la verosimilitud del derecho exigido por los arts. 112 inc.1 del CPC y del CPCyCyT para la procedencia de la medida solicitada.
Por ende, corresponde rechazar el recurso de apelación en trato. 
VI. Las costas de alzada se impondrán al apelante vencido (arts. 35 y 36 I del CPCyCyT).
Por lo que la Cámara, resuelve: I. No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor reconvenido a fs. 239, contra la resolución de fs. 236/237 vta. II. Imponer las costas de alzada al apelante. III. Diferir la regulación de honorarios hasta que se practique la de primera instancia. Notifíquese y bajen. — Germán Ferrer. — Carla Zanichelli. — Estela I. Politino. 
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